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Resumen: Ante la constante derivación en el último año de expedientes de consumo 

desde el Servicio Provincial de Consumo de Toledo a la OMIC del Ayuntamiento de esta 

ciudad, se eleva consulta a CESCO por parte de esta última, sobre la subsistencia de 

competencia de la Administración Autonómica para la tramitación de dichos expedientes.  

 

Según manifiesta la OMIC, la Dirección provincial argumenta que la derivación de los 

expedientes se debe a que no es competente para su tramitación y debe ser la OMIC del 

consistorio quien los gestione.  

 

Palabras clave: reclamaciones de consumo, Administración competente, concurrencia 

de competencias, coordinación, consumidores y usuarios. 

 

Abstract: Given the constant referral in the last year of consumption files from the 

Toledo Porvincial Consumer Service to the OMIC of the City Council of this city, the 

latter asks CESCO about the subsistence of the competence of the Autonomous 

Administration for the processing of said files. 

 
 Trabajo realizado bajo la tutela del profesor Ángel Carrasco Perera en el marco del Proyecto de 

Investigación PGC2018-098683-B-I00, del Ministerio de Ciencia, Innovación y Universidades (MCIU) y 

la Agencia Estatal de Investigación (AEI) cofinanciado por el Fondo Europeo de Desarrollo Regional 

(FEDER) titulado “Protección de consumidores y riesgo de exclusión social” y dirigido por Ángel Carrasco 

Perera y Encarna Cordero Lobato; a la  Ayuda para la financiación de actividades de investigación dirigidas 

a grupos de la UCLM Ref.: 2020-GRIN-29156, denominado "Grupo de Investigación del Profesor Ángel 

Carrasco" (GIPAC) y a la ayuda para la realización de proyectos de investigación científica y transferencia 

de tecnología, de la Junta de Comunidades de Castilla -La Mancha cofinanciadas por el Fondo Europeo de 

Desarrollo Regional (FEDER) para el Proyecto titulado “Protección de consumidores y riesgo de exclusión 

social en Castilla -La Mancha” (PCRECLM) con SBPLY/19/180501/000333, dirigido por Ángel Carrasco 

Perera y Ana Isabel Mendoza Losana. 
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As stated by the OMIC, the Provincial Directorate argues that the derivation of the files 

is due to the fact that it is not competent for their processing and it must be the OMIC of 

the consistory who manages them. 

 

Key words: consumer claims, competent Administration, concurrence of competences, 

coordination, consumers and users 

 

1. La consulta 

 

Desde la OMIC del Ayuntamiento de Toledo plantean a CESCO varias cuestiones con 

respecto a la competencia para tramitación de expedientes de consumidores con domicilio 

en Toledo capital, ya que han sido muchos los que dirigiéndose a las dependencias del 

Servicio Provincial de Consumo, han sido remitidos directamente a la OMIC. Entiende 

ese organismo de la Administración Autonómica, según indica la consulta, que no es 

competente para su tramitación, y que debe ser la OMIC del consistorio quien gestione 

dichos expedientes.  

 

La OMIC discrepa, considerando que ambas Administraciones son plenamente 

competentes, puesto que la ubicación física tanto de la OMIC como del Servicio 

Provincial de Consumo está en Toledo ciudad, los consumidores residen en Toledo 

ciudad, y desde hace más de 20 años ambas Administraciones han tramitado expedientes 

de consumo (cada Administración ha tramitado las reclamaciones que se han presentado 

en la misma). No existe, según la OMIC, ninguna normativa que derogue la competencia 

de la Administración Autonómica. 

 

Considera, además, que existe un claro incumplimiento de un deber de colaboración entre 

las Administraciones Públicas, establecido en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 

Régimen Jurídico del Sector Público, donde se hace constar que las Administraciones 

Públicas deberán prestar, en el ámbito propio, la asistencia que las otras Administraciones 

pudieran solicitar para el eficaz ejercicio de sus competencias. En el presente caso, 

entiende que no se estaría prestando apoyo desde la Administración Autonómica 

(Administración de ámbito superior) a la Administración Local, ya que la OMIC 

tramitaría los expedientes que se presentaran en ambas Administraciones, limitándose el 

Servicio Provincial de Consumo a recibir la reclamación y derivarla a la OMIC, pero no 

a gestionar ni resolver las quejas de los consumidores como venía haciendo desde hace 

más de 20 años. 

 

Formula tres preguntas muy concretas que se responderán en páginas posteriores. Resulta 

necesario, sin embargo, antes de responder a las mismas, hacer un repaso por los textos 

http://centrodeestudiosdeconsumo.com/


 
 

 
 

PUBLICACIONES JURÍDICAS 
        http://centrodeestudiosdeconsumo.com 

 

 

                                                                              P u b l i c a c i o n e s  j u r í d i c a s  ‖ 3 

legales que pueden aportar luz a estas cuestiones.  

 

2. La compleja distribución competencial en el marco del Derecho de consumo 

 

La distribución de competencias territoriales en materia consumo, en general, y de 

infracciones de consumo, en particular, es muy compleja en nuestro ordenamiento 

jurídico. Existe una pluralidad de Administraciones competentes, estatales, autonómicas 

y locales. 

 

Ello genera incertidumbre y múltiples cuestiones, como la que motiva la presente 

consulta. Se hace preciso hacer un repaso de las normas más relevantes aplicables en esta 

materia, especialmente de las más recientes, para discernir si hay algún cambio 

importante, que contribuya a clarificar el estado de la situación y a dar respuesta a la 

consulta planteada.  

 

2.1.  Normas estatales 

 

La primera norma a tener en cuenta es el TRLGDCU, cuyo artículo 47 determina la 

competencia territorial para conocer las infracciones de consumo: “las infracciones 

se entenderán cometidas en cualquiera de los lugares en que se desarrollen las 

acciones u omisiones constitutivas de las mismas”. 

 

Su párrafo segundo añade el criterio adicional del lugar “en que se manifieste la lesión 

o riesgo para los intereses de los consumidores”, todo ello con independencia de cuál 

sea el domicilio o el lugar donde radiquen los establecimientos del responsable (art. 

47.1 TRLGDCU). La multiplicación de Administraciones territorialmente 

competentes se produce, sin que el legislador establezca ninguna regla de preferencia 

o de orden que evite situaciones de bis in idem1. Como regla general, la competencia 

territorial para conocer de las infracciones de consumo corresponde, por tanto, al lugar 

en que se haya cometido la infracción, así como a los lugares en que se haya 

manifestado la lesión o riesgo para los intereses de los consumidores.  Con arreglo a 

esta norma, el criterio determinante a efectos de competencia no es, por tanto, el del 

domicilio, sea del consumidor o del empresario. En idéntico sentido se pronuncia el 

artículo 136.3 de la Ley 3/2019, de 22 de marzo, reguladora del Estatuto de las 

Personas Consumidoras de Castilla-La Mancha2. 

 
1 Muy ilustrativo en este tema resulta el trabajo del profesor CARRASCO PERERA, A., “La defensa de 

los consumidores y usuarios: responsabilidades y Derecho sancionador”, disponible en CESCO,    

http://www.uclm.es/centro/cesco/pdf/comentarios/1.pdf  

2 Las situaciones que pueden plantearse son variadas. La más habitual es que el consumidor se limite a 

trasladar a la OMIC (o al servicio de consumo) su queja por hechos que considere que lesiona n sus derechos 
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La siguiente norma que interesa a los efectos de este trabajo es La Ley 27/2013, de 

27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local 

(LRSAL). Llevó a cabo modificaciones importantes en la Ley de Bases de Régimen 

Local dirigidas a redefinir el ámbito de las competencias locales con la finalidad “de 

evitar los problemas de solapamientos competenciales entre Administraciones hasta 

ahora existentes”. Así lo recoge su Exposición de Motivos. 

 

Dio nueva redacción al artículo 25 de la Ley de Bases de Régimen Local (en adelante 

LBRL), dedicado a las competencias “propias” de los municipios, esto es, aquellas 

sobre las que “en todo caso” las leyes autonómicas y locales deben atribuirles 

competencias3. 

 

La nueva redacción del precepto supuso una auténtica revolución en su contra en las 

Comunidades Autónomas, al suprimir algunas de las competencias tradicionales que 

antes figuraban en la lista de competencias propias, entre ellas, la “defensa de usuarios 

y consumidores” [artículo 25.2.g)]. Esta función se venía ejerciendo por muchos 

municipios a través de las OMIC.  

 

La Sentencia del Pleno del Tribunal Constitucional de 3 de marzo de 2016, vino a 

resolver la controversia al establecer que si bien ya no se trata de materias sobre las 

que en todo caso se les deba atribuir competencias a los municipios, ello no impide 

que el legislador competente según la materia (las Comunidades Autónomas lo son) 

pueda seguir reconociéndoselas. Estableció que resulta preciso que, tras la entrada en 

vigor de la LRSAL, se respeten los límites impuestos en los tres últimos números del 

artículo 25). Estos son: 

 
como consumidor. La calificación que ha de darse a este escrito del consumidor es la de una denuncia, y la 

OMIC competente para tramitarla, trasladándola a los correspondientes servicios de inspección de 

consumo- si se dan las condiciones de competencia territorial que el art. 47 TRLGDCU establece para 

conocer de las infracciones de consumo, a las que me acabo de referir. Bastaría, por tanto, que se tratara de 

la OMIC del lugar donde se hubiera cometido la infracción o en el que se hubiera ma nifestado lesión o 

riesgo para los intereses de los consumidores (de acuerdo con el art. 47.2 TRLGDCU). Por tanto, lo  

determinante para apreciar si la  OMIC debe tramitar la  reclamación o derivarla a otro servicio territorial de 

consumo, no es de por sí cua l sea el domicilio del consumidor o el de la empresa, o el lugar donde se 

cometió la infracción, pues todos ellos pueden constituir puntos de conexión independientes en cada uno 

de los posibles procedimientos que pueden abrirse cuando un consumidor reclama  por la existencia de una 

posible infracción de consumo. Lo relevante es la calificación que haya de darse al contenido concreto de 

la reclamación que presente el consumidor (Vid, CORDERO LOBATO. E. “Qué OMIC debe tramitar una 

reclamación de consumo?: La del lugar de comisión de la infracción, la  del domicilio del consumidor o la 

del empresario?  www.uclm.es/centro/cesco . Fecha de publicación 14 de mayo de 2015. 

3 Muy interesante sobre el tema es el estudio de LOZANO CUTANDA. B. “Competencias municipales en 

materia de consumo tras la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la 

Administración Local”. Publicaciones jurídicas Http://www.uclm.es/centro/cesco 
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- Las competencias municipales se determinarán por ley, que deberá ir 

acompañada de una memoria económica que refleje el impacto sobre los 

recursos financieros de las Administraciones afectadas. 

 

- Cumplimiento de los principios de estabilidad, sostenibilidad financiera y 

eficiencia, previsión de los recursos necesarios. 

 

- La ley determinará la competencia municipal propia de que se trate, 

garantizando que no se produzca la atribución de la misma competencia 

simultánea a otra Administración. 

 

Por tanto, para que las Entidades Locales puedan tener en funcionamiento una OMIC 

será precisa la existencia de una delegación de competencias en materia de consumo 

por parte de la Comunidad Autónoma, sujeta a los requisitos que enumera el artículo 

27 de la LBLR, tras la redacción dada por la LRSAL. Imprescindible resultará 

también, según el precepto, determinar el alcance, contenido y condiciones de la 

misma, así como el control que se reserve la Administración delegante, y los medios 

personales, materiales o económicos que esta transfiera. Será necesario asimismo, la 

existencia de dotación presupuestaria adecuada y suficiente en los presupuestos de la 

Administración delegante (Comunidad Autónoma en este caso) para cada ejercicio 

económico, siendo nula sin dicha dotación.  

 

La efectividad de la delegación requerirá su aceptación por el Municipio interesado y 

no podrá hacerse por un periodo superior a cinco años. El cumplimiento estricto de 

esta normativa clarificaría, sin duda alguna, la cuestión competencial.  

 

2.2.  Normativa de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha 

 

¿Qué competencias tienen las OMIC en nuestro territorio a la luz de los reformados 

preceptos de la LBRL, y qué dice en relación con este tema la Ley 3/2019, reguladora 

del nuevo Estatuto de las Personas Consumidoras en Castilla-La Mancha?  

 

Considero necesaria una breve referencia previa a la regulación de la derogado 

Estatuto del Consumidor de Castilla-La Mancha, de 2005, a los efectos de 

compararlo con el actual y ver si ha cambiado el estado de la cuestión en el tema 

objeto de la consulta. Atribuía en su artículo 5 al Consejo de Gobierno y a la 

Administración de la Comunidad Autónoma importantes competencias en materia de 

consumo. A saber: la planificación general de la política de consumo y promoción de 

programas de cooperación con las Entidades locales (párrafo 1); la realización de las 
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inspecciones necesarias para la observancia de la legislación sobre productos 

defectuosos (párrafo 2). El párrafo tercero se refería a la necesaria colaboración y 

mutua asistencia de los servicios de inspección de la Administración regional y de las 

Entidades locales.  

 

El artículo 6 enumeraba ampliamente las competencias de las Administraciones 

locales4, imponiendo, a los efectos de evitar duplicidad de sanciones, la comunicación 

a la Administración regional de los procedimientos que incoen y de las sanciones que 

impongan. 

 

El artículo 16 hacía una enumeración exhaustiva de las competencias de las Oficinas 

Municipales de Información al Consumidor. Interesan las recogidas en las letras a) 

Informar, ayudar y orientar a los consumidores en el ejercicio de esos derechos, y 

servir de mediadoras en las reclamaciones de consumo dentro de su ámbito territorial 

de actuación; b): recibir, registrar y acusar recibo de denuncias, reclamaciones y 

solicitudes de arbitraje, y remitir a los órganos o entidades correspondientes, con 

seguimiento de las mismas para informar debidamente a los interesados; c) servir de  

cauce de mediación voluntaria en conflictos entre consumidores, usuarios, 

productores y consumidores. 

 

El artículo 24 se refiere a la Inspección de consumo. El 35 las competencias 

sancionadoras, que atribuye tanto a la Administración regional como local. El 38 

delimita los órganos competentes para imponer sanciones.   

 

El Estatuto de 2019, regula en el Título IV la “Intervención administrativa en materia 

de consumo”. Su capítulo III se refiere al marco autonómico y local. Hace especial 

hincapié en la necesidad de coordinación de las Administraciones públicas, para la 

más efectiva protección de las personas consumidoras. Necesidad que ya se ponía de 

relieve en el Estatuto de 2005, pero que en el Estatuto actual se refuerza a través de 

varios preceptos. A tal efecto establece el artículo 97 que se firmarán convenios, 

protocolos o acuerdos, conforme a lo que prevé la Ley 40/2015 de Régimen Jurídico 

del Sector Público.  

 

El artículo 99 bajo la rúbrica “Políticas públicas de consumo en Castilla-La Mancha”, 

ubicado en el Capítulo III, “Marco autonómico y local”, para garantizar la 

coordinación entre Administración autonómica y local, dispone la creación de una 

 
4 Información y educación de los consumidores; inspección de bienes productos y servicios; apoyo y 

fomento de asociaciones de consumidores; promoción de órganos de participación ciudadana en materia de 

consumo; adopción de medidas urgentes en caso de crisis o emergencias que afecten a la salud, seguridad 

o intereses económicos de los consumidores; imposición de sanciones pecuniarias. 
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Comisión Regional de Coordinación Interdepartamental en materia de consumo 

(artículo 99.3). La gran preocupación por la coordinación entre Administraciones se 

pone de manifiesto también en los párrafos 4º, sobre programas de actuación conjunta, 

y 5º, que establece la obligación de la consejería competente en materia de consumo 

de adoptar las medidas adecuadas para el diseño de procedimientos de coordinación 

administrativa, relacionados con actividades empresariales con regulación específica 

en materia de consumo.  

 

El artículo 100 considera recurso público de consumo a cualquier órgano de 

titularidad pública dependiente de una Administración pública, que lleve a cabo tareas 

de información, orientación y asesoramiento a las personas consumidoras de Castilla-

La Mancha. El precepto enumera detalladamente, las funciones que podrán ejercer 

los órganos considerados como recurso público de consumo. Entre ellas se cita en 

primer lugar la recepción, tramitación, y resolución, en su caso, de quejas, 

reclamaciones y denuncias de las personas consumidoras. A él me referiré enseguida 

al responder una de las preguntas concretas de la consulta a él referida.  

 

El artículo 101 enumera las competencias propias de las Entidades locales en el 

ámbito de su territorio, entre las que incluye asumir la gestión y tramitación de 

reclamaciones de las personas consumidoras -artículo 101 f)-5. Esta competencia no 

se recoge entre las que el artículo 6 del Estatuto de 2005 atribuye a las Corporaciones 

locales, aunque de facto la han venido ejerciendo, a través de las OMIC.  

 

El artículo 102 del Estatuto establece ahora expresamente que los servicios que se 

presten en el ámbito de las Administraciones locales, serán llevados a cabo por las 

OMIC, cuyas actuaciones deberán sujetarse a los principios de coordinación y 

cooperación administrativa. Queda clara, aunque no se discute en la presente consulta, 

la competencia de las OMIC para asumir la tramitación y gestión de las reclamaciones 

de las personas consumidoras. Su función va por tanto más allá de la mera recepción, 

registro y acuse de recibo de la reclamación.  

 

Importantes resultan también los artículos 103 (sobre convenios de colaboración entre 

la Administración regional y la local con competencias en consumo para la 

coordinación de actuaciones); 104 (relativo a la articulación de mecanismos de 

coordinación entre ambas Administraciones sistematizada mediante la creación de 

 
5 Otras competencias propias importantes que atribuye a las Entidades Locales el artículo 101   son las 

relativas a las información y educación de personas consumidoras, y el establecimientos de servicios de 

información a las mismas (a); el apoyo y fomento de las asociaciones de las personas consumidoras 

radicadas en su territorio (b); La promoción de órganos de participación ciudadana en materia de consumo 

(c);  la  vigilancia del mercado y la inspección de consumo en su ámbito territorial (d); la  imposición de 

sanciones pecuniarias (e).  
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una Red de Recursos Locales, que también ha de ser objeto de desarrollo 

reglamentario; y 105 (sobre configuración y establecimiento de un mapa regional de 

consumo).  

 

La preocupación del Estatuto por la coordinación a los efectos de evitar la atribución 

de una misma competencia a Administraciones diferentes, resulta más que patente. 

No obstante, a pesar de los esfuerzos y el tenor de la consulta, parece que la tan 

ansiada coordinación no se ha producido, al menos hasta ahora. 

 

El artículo 136 del nuevo Estatuto regula las competencias sancionadoras, 

atribuyéndolas al órgano autonómico competente, que sancionará las infracciones en 

materia de defensa de las personas consumidoras cometidas en su territorio. Se 

manifiesta en el párrafo tercero en los mismos términos del ya mencionado artículo 

47 TRLGDCU, al que nos referíamos al comienzo del apartado 1 de este epígrafe, al 

considerar cometidas las infracciones en cualquiera de los lugares en que se 

desarrollen las acciones u omisiones constitutivas de las mismas, y, además, en todos 

aquellos en que se manifieste la lesión o riesgo para los intereses de las personas 

consumidoras protegidos por la norma sancionadora. Difiere en este punto el nuevo 

Estatuto de lo establecido en el artículo 38 del Estatuto de 2005, que establecía en su 

párrafo primero que los órganos competentes de la Junta de Comunidades para la 

imposición de sanciones se determinarán reglamentariamente. También que en el 

ámbito de la Administración Local serán órganos competentes los que se determinen 

conforme a la legislación de régimen local y sus propias normas de organización 

(párrafo segundo). No hace referencia a esta Administración el Estatuto de 2019 en 

sede de potestad sancionadora. Su competencia para imponer sanciones se establece 

en el artículo 101 e), que, una vez más se refiere a la palabra más repetida en el mismo: 

coordinación. A los efectos de conseguirla su último inciso dispone que para evitar la 

duplicidad de sanciones, darán conocimiento a la Administración Regional de los 

procedimientos que inicien y las sanciones que impongan. 

 

No quedaría completa la batería de disposiciones aplicables que interesan en esta 

consulta, sin hacer una referencia al último hito legislativo: el Decreto 87/2019, de 

16 de julio, que establece la estructura orgánica y las competencias de la nueva 

Consejería de Desarrollo Sostenible.  

 

Esta consejería asume, de acuerdo con el artículo 1, entre otras, las competencias en 

materia de consumo. Enumera en el artículo 2, p) el consumo como una de sus 

funciones.  
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El artículo 11 establece las competencias de la Dirección General de Agenda 2030 y 

Consumo. Son los apartados j) y k) los que interesan a los efectos de este trabajo al 

referirse específicamente a cuestiones relacionadas con consumo.  

 

El apartado j) Se refiere a la protección de las personas consumidoras mediante 

mecanismos eficaces de mediación y, especialmente, a través del arbitraje de 

consumo, la organización de la Junta Arbitral de Consumo Autonómica, y la 

coordinación con las Juntas y los órganos arbitrales de ámbito municipal.  

 

El k) al impulso de la protección legal efectiva de las personas consumidoras, 

iniciando las acciones judiciales pertinentes, y compareciendo en aquellos 

procedimientos que se refieran a asuntos que merezcan una especial atención por la 

trascendencia de los derechos en cuestión o de la alarma social generada.   

 

Nada dice el precepto de la competencia autonómica para asumir la gestión y 

tramitación de las reclamaciones o denuncias de las personas consumidoras en la larga 

enumeración competencial que realiza. Sí se refiere a protección de consumidores a 

través de mecanismos de mediación y arbitraje, procurando la coordinación con los 

órganos arbitrales de ámbito municipal, por lo que la competencia autonómica en 

materia de consumo parece que circunscribe a las cuestiones que menciona6.  

 

¿Qué sucede con aquella competencia en relación con los Servicios provinciales de 

consumo, dependientes ahora de la Consejería de Desarrollo Sostenible, y, 

concretamente, de la Dirección General de Agenda 2030 y consumo? Este es 

precisamente el núcleo de esta consulta. 

 

3. Las cuestiones concretas que plantea la OMIC  

 

Son las siguientes:  

 

1.- Si en las Hojas de Reclamaciones oficiales de la JCCM consta expresamente que 

el consumidor debe remitir dicha Hoja al Servicio de Consumo de la Dirección 

Provincial donde radique el establecimiento o a la OMIC, y el consumidor puede 

 
6 El artículo 12 del Decreto se refiere a las Delegaciones Provinciales. Establece que:  “Con independencia 

de lo que se establezca en el decreto que regule la estructura periférica de la Administración de la Junta de 

Comunidades de Castilla -La Mancha y las competencias de las Delegaciones Provinciales de la Junta de 

Comunidades de Castilla  la  Mancha y de las Delegaciones Provinciales de las Consejerías, la  estructura y 

la asignación de competencias de las Delegaciones Provinciales de la Consejería de Desarrollo 

Sostenible se regularán, además, conforme a lo dispuesto en este decreto. 
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optar por dirigirse a una u otra Administración, ¿por qué motivo el Servicio de 

Consumo recibe, pero no gestiona quejas de los consumidores? 

 

Este dato no es relevante, en mi opinión, a efectos competenciales. Simplemente 

otorga al consumidor una doble opción a los efectos de presentar la reclamación. 

La mera recepción de la queja o reclamación no conlleva necesariamente para el 

organismo receptor, obligación de asumirla y gestionarla, sí, por supuesto, 

trasladarla al órgano competente, conforme a los criterios competenciales ya 

mencionados en este estudio. En el presente caso, dado que el Servicio provincial 

de consumo no se considera competente, remite las reclamaciones a la OMIC.  

 

2.- ¿Existe alguna normativa que derogue competencias de gestión de reclamaciones 

del Servicio Provincial de Consumo, para que sólo la OMIC de la capital sea la 

Administración competente para hacerlo? No existe una derogación expresa de 

competencias. No puede perderse de vista, sin embargo, que el Decreto 87/2019, 

en la larga enumeración de competencias de la Administración Autonómica en 

materia de consumo, no incluye la tramitación de quejas y reclamaciones, como 

se ha visto. Entiendo que ahí puede radicar la causa de devolución de los 

expedientes, y de no considerarse competente el Servicio provincial de consumo.  

 

3.- ¿Si la ley 3/2019 de 22 de marzo, establece que cualquier órgano u organismo de 

titularidad pública tiene la consideración de recurso público de consumo en su 

demarcación territorial y el Servicio Provincial de Consumo se encuentra ubicado 

en Toledo capital, siendo considerado también recurso público de consumo, por 

qué motivo no tienen competencia para gestionar y resolver quejas de los 

consumidores de Toledo? 

 

El artículo 100 del nuevo Estatuto de las personas consumidoras de Castilla-La 

Mancha otorga, efectivamente, a cualquier organismo público de la Comunidad 

con tareas de información, orientación y asesoramiento a las personas 

consumidoras la consideración de recurso público de consumo. Como tales, 

dichos organismos, podrán ejercer múltiples competencias en esta materia. La 

exhaustiva enumeración de las mismas, que resulta reiterativa, y la propia 

denominación recursos públicos de consumo, que utiliza el artículo, no hace sino 

inducir a confusión. Precisamente, la lógica consideración de los Servicios 

provinciales de consumo como tales, lleva a la OMIC que eleva la consulta a 

entender que dichos servicios han de recibir, tramitar, y resolver las reclamaciones 

y denuncias de las personas consumidoras, competencia recogida en este precepto. 

Podría entenderse así, sin duda. Pero interesa destacar, no obstante, que el 

precepto establece que aquellos “podrán” ejercer (no dice deberán ejercer o 
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ejercerán) las amplias competencias enunciadas (entre las que figura precisamente 

la que es objeto de controversia: recepción, tramitación y resolución, en su caso, 

de las quejas, reclamaciones y denuncias de las personas consumidoras). Podría 

objetarse que también el artículo 101 f) del nuevo Estatuto castellano-manchego 

utiliza la expresión “podrán” al referirse a las competencias de las Entidades 

locales para asumir la tramitación y gestión de las reclamaciones de las personas 

consumidoras. El tono es, sin embargo imperativo en el artículo 102 cuando dice 

que los servicios que se presen en el ámbito de las Administraciones locales “serán 

llevados a cabo” por las OMIC. 

 

4. Recapitulación y conclusiones finales 

 

1. El entramado de normas existentes dificulta enormemente la cuestión 

competencial en materia de consumo. El espíritu esencial que subyace tras las 

mismas, sobre todo en el nuevo Estatuto castellano-manchego, es el de no 

concurrencia de la misma competencia entre Administraciones distintas. Así 

resulta de numerosos de sus preceptos, que han sido mencionados en las páginas 

anteriores.  

 

2. Las Entidades locales superaron la “desnudez” competencial, producida por la 

reforma de la LBRL, tras la STC de 2016, pero sujetándola a límites y criterios 

estrictos. Las OMIC, con los requisitos impuestos por la LBRL, tras su reforma 

por la LRSAL han mantenido en todas las Comunidades autónomas sus 

competencias. 

 

3. La última normativa autonómica parece indicar que, en materia competencial, la 

dirección va en el sentido de atribuir la competencia para tramitación y gestión de 

las reclamaciones a Entidades locales, competencia que recoge nuestro Estatuto 

en su artículo 101 f), y será llevada a cabo por las OMIC (artículo 102) 

 

4. De acuerdo con el tenor del tan mencionado artículo 100 del nuevo Estatuto, los 

Servicios provinciales de consumo son recurso público de consumo de Castilla-

La Mancha. Como tales podrán llevar a cabo la recepción, tramitación, y 

resolución, en su caso, de quejas, reclamaciones y denuncias de las personas 

consumidoras (obsérvese, como ya se ha dicho, que el tono de la norma no es 

imperativo). La utilización de la expresión “en su caso” resulta de incierta 

interpretación. Cabría interpretarla en el sentido de que los Servicios provinciales 

asumirían esa competencia en caso de considerarse que son competentes. No si 

no lo son.  
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5. El Decreto 87/2019, que atribuye la competencia de consumo a la Consejería de 

Desarrollo Sostenible, y, dentro de ella, a la Dirección General de Agenda 2030 y 

Consumo, no alude en ningún momento en la enumeración de competencias de la 

Dirección General a la cuestión de la gestión y tramitación de reclamaciones. Se 

centra en la protección de consumidores a través de mecanismos eficaces 

mediación y arbitraje, y en el ejercicio de acciones judiciales en defensa de los 

consumidores, compareciendo en procesos que afecten de modo importante a sus 

derechos o generen emergencia social. Nada se dice de la competencia de la 

Administración Autonómica para recibir, tramitar y resolver quejas o 

reclamaciones. 

 

6. La respuesta final a la pregunta básica de la consulta: si son competentes también 

los Servicios provinciales de consumo para recibir, tramitar y resolver las quejas 

de las personas consumidoras, no resulta tan fácil como a priori podría parecer. 

La inmediata es que sí, a la vista del principio de cooperación entre 

Administraciones, del tenor del artículo 100 del Estatuto, y del relevante papel de 

las Delegaciones provinciales, a través de sus Servicios de consumo en materia de 

reclamaciones de consumidores. Pero la atribución de competencias autonómicas 

en materia de consumo del Decreto 87/2019 parece apuntar en la dirección 

contraria, al no enumerar esa competencia entre las asignadas a la Administración 

autonómica, ni, en consecuencia, a las Delegaciones provinciales y los servicios 

de consumo de ellas dependientes ¿Qué otro sentido tendría, de no ser así, que 

tras 20 años los Servicios municipales de consumo hayan dejado de tramitar esas 

reclamaciones? 

 

7. En cualquier caso, una conclusión se extrae de esta consulta: queda un largo 

camino hasta la anhelada coordinación entre las entidades competentes en materia 

de consumo en nuestra Comunidad Autónoma. Ojalá las amplias medidas 

establecidas a tal efecto en el Estatuto de las Personas Consumidoras de Castilla-

La Mancha lo allanen. Por supuesto, también, el cumplimiento de los requisitos 

exigidos por la LBRL en relación con la atribución de competencias a las OMIC 

por parte de las autoridades autonómicas, a los que ya se aludió en este estudio.  
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